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Resumen Abstract

Los diagnósticos en torno a la ruralidad en Colombia y los 
conflictos que en su interior se han venido configurando han 
privilegiado los análisis sobre la desigual distribución de la 
tierra y su incidencia en los escenarios de pobreza estructural 
allí presentes. Si bien acertados, estos acercamientos abordan 
tangencialmente el componente institucional, circunscribién-
dolo al estudio de los actores y entidades involucradas directa 
o indirectamente con la distribución de la tierra. En virtud 
de lo anterior, en el presente documento se analiza el papel 
que viene jugando la agenda pública diseñada para el sector 
agropecuario colombiano, la cual pareciera ser funcional a la 
estructura de la tenencia de la tierra prevaleciente. Para estos 
fines se toma como referente al subsector palmicultor y la es-
tructura de apoyos públicos que ha impulsado su desempeño, 
a partir del analisis de datos oficiales que incluyeron informes 
sectoriales y balances operacionales durante el período 2000-
2017, lapso en el que se observa cómo las políticas de apoyo 
estatal, traducidas en subsidios, créditos y marcos normativos 
favorables, contribuyeron al crecimiento y competitividad del 
subsector palmero en Colombia. Los resultados de este aná-
lisis ponen en evidencia el papel central del Estado como so-
porte del sector agroindustrial y –en este caso específico– del 
subsector palmicultor, así como la importancia de que adecúe 
sus actuaciones de manera complementaria, apostando por la 
creación de condiciones que permitan avanzar en la confor-
mación de un esquema multimodal en el agro colombiano, 
como apuesta para reducir sus desigualdades. 

Diagnoses about rurality and its conflicts in Colombia 
have privileged the analyses of the unequal land distribu-
tion and its incidence on the structural poverty in rural 
areas. Even when those analyses are indeed pertinent, they 
approach the institutional component partially and only 
focus on the study of stakeholders and entities that are di-
rectly or indirectly involved with land distribution. By vir-
tue of this scenario, this article analyzes the role played by 
the public agenda designed for the Colombian agricultural 
sector, which seems to favor the prevailing land ownership 
structure. For this purpose, the main referent is the oil palm 
subsector and the structure of public incentives that has 
boosted its performance, according to the analysis of offi-
cial data, which included sectorial reports and operation 
balances from 2000 to 2017. During this period the poli-
cies of state incentives (subsidies, credits and advantageous 
legal frameworks) contributed to the growth and competi-
tiveness of the oil palm subsector in Colombia. The results 
of this analysis evidence the main role of the state as sup-
porter of the agroindustrial sector (and in this specific case, 
the oil palm subsector) and additionally, point out that this 
state should adjust its actions in a complementary fashion, 
favoring the creation of conditions that allow the emergen-
ce of a multi-modal scheme in the Colombian agricultural 
sector, as a way of reducing its inequalities. 
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apoyos públicos; multimodalidad.
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Introducción 
Los diagnósticos en torno a la ruralidad en Co-

lombia y los conflictos que en su interior se han 
venido configurando han privilegiado los análisis 
sobre la desigual distribución de la tierra y su in-
cidencia en los escenarios de pobreza estructural 
allí presentes, los cuales se manifiestan –entre otros 
síntomas– en la progresiva minifundización, la insu-
ficiencia o carencia en el acceso a los factores pro-
ductivos, y las dificultades al momento de generar 
ingresos y oportunidades para amplios sectores de 
la población. Si bien acertados, estos acercamientos 
abordan tangencialmente el componente institucio-
nal, circunscribiéndolo al estudio de los actores y en-
tidades involucradas directa o indirectamente con la 
distribución de la tierra, sin conectar esta arista con 
la agenda pública diseñada para sectores producti-
vos, como el agropecuario. 

Ello cobra relevancia en la medida en que di-
cha agenda refleja orientaciones específicas que 
los tomadores de decisiones van asignándole a los 
territorios, las cuales se materializarán vía planes y 
programas amparados en un marco normativo, así 
como en las herramientas nacionales de planifica-
ción que varían conforme lo hacen las prioridades 
de los sucesivos gobiernos. De allí la pertinencia de 
analizar dichas orientaciones, más aún cuando éstas 
no siempre cuentan con una expresión explícita for-
mal en la que la administración pública fije activida-
des claramente diferenciables para la concreción de 
objetivos específicos en ámbitos de su jurisdicción 
(Roth, 2007).     

Si a lo anterior se suma el contexto internacio-
nal, se está frente a un campo de estudio comple-
jo que precisa tener en cuenta todas estas variables 
para entender los condicionantes estructurales que 
pesan sobre la ruralidad, así como las posibilidades 
reales para concretar disposiciones normativas y de 
política alejadas de la orientación predominante. Lo 
anterior no busca desestimular ajustes en el marco 
institucional, sino propiciar reflexiones que permi-
tan una mayor asertividad de los mismos, en lógicas 
que coadyuven a la armonización de visiones dife-
renciadas sobre la gestión del territorio y la forma 
de generar bienestar social. Así las cosas, en el pre-
sente documento se debate acerca de la incidencia 

de la agenda agropecuaria predominante, a partir de 
un breve análisis en torno a la estructura de apoyos 
públicos que ha impulsado al sector palmicultor co-
lombiano y cómo la misma refleja asimetrías en el 
acceso al apoyo estatal, así como el sesgo a favor de 
las producciones agroindustriales.

En ese orden de ideas, el documento se divide en 
tres partes: una primera en la que se describen los 
pilares que estructuran y orientan la agenda agrope-
cuaria nacional para, seguidamente, relacionar tanto 
el enfoque como la metodología aplicada durante el 
análisis. En segundo lugar, se exponen los princi-
pales resultados, en los que se describen algunos de 
los ejes que soportan la estructura de apoyos para el 
sector palmicultor colombiano. Finalmente, se ha-
cen algunas reflexiones recalcando la importancia 
de analizar las orientaciones de las agendas públicas, 
como primer paso para comprender los desafíos a 
los que se enfrentan los ajustes que se propongan en 
áreas concretas de la institucionalidad estatal, asu-
mida como el marco de referencia a partir del cual 
los actores se relacionan. 

Antecedentes 
El surgimiento y la consolidación de las cadenas 

agroindustriales no puede comprenderse al margen 
del contexto global, el cual moldea las trayectorias 
de este tipo de producciones al interior de países 
con dotaciones naturales y marcos normativos y 
de política que las hagan posibles. Esto cobra re-
levancia para el sector agropecuario, considerando 
el rol que juega en la generación de ingresos, tanto 
para los sectores productivos de punta como para 
aquellos que dependen de modos tradicionales de 
producción.  

Ahora bien, durante la fase económica actual se 
tiene una agenda orientada a promover las grandes 
escalas dentro del sector, mediante la consolidación 
de circuitos agroindustriales en los que la agricultura 
sirve de insumo para posteriores procesos de agre-
gación de valor (Etxezarreta, 2006). A su vez, dicha 
orientación permite entender el tipo de relaciones 
sociales presentes en la ruralidad y cómo las mis-
mas reflejan brechas al interior del sector agrope-
cuario que tienden a crecer con el tiempo (Ashley 
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y Maxwell, 2002)1; inscribiéndose en lo que inves-
tigadores como Gereffi (Stringer y Ge, 2010) han 
venido discutiendo en torno a los tipos de gober-
nanza presentes en las cadenas de valor que, para el 
sector objeto de análisis, muestran patrones relacio-
nales con una dependencia mutua entre proveedores 
y compradores, relaciones de dependencia a favor de 
éstos últimos o –incluso– cadenas de coordinación 
que involucran transacciones a larga distancia. En 
todo caso, del análisis sobre las cadenas de valor glo-
bal se pueden inferir tanto los costos de gobernanza 
en cualesquiera de sus tipos, como los procesos de 
agregación de valor en los que la agricultura suple 
los requerimientos de actores no necesariamente 
ubicados en la región en la que es llevada a cabo, tal 
y como es el caso de las empresas lecheras de Nueva 
Zelanda y su creciente inserción en Suramérica.  

Con relación al papel del Estado en dicho con-
texto, éste se caracteriza por ser de tipo subsidiario 
como soporte de la inversión a través del diseño e 
implementación de políticas estratégicas, junto al 
fomento de la participación y de las redes de seguri-
dad social. Para el sector agropecuario, ello favorece-
ría la promoción de plataformas agro-exportadoras, 
junto a la profundización de esquemas productivos 
basados en las ventajas comparativas, supeditando 
extensos territorios a las volatilidades propias del 
mercado, en escenarios en los que la mayoría de los 
países terminarían convirtiéndose en importadores 
netos de alimentos ante la reconversión productiva 
de sus territorios (McMichael, 1999).   

Lo anterior ha sido facilitado por disposiciones 
normativas y de política que dinamizan ciertos sub-
sectores o impulsan medidas de transición econó-
mica o de intervención social sobre otros en los que 
existan dificultades al momento de insertarse en los 
nichos promisorios del mercado. En tal dirección, 
el análisis de la estructura institucional del sector 
agropecuario deviene central al momento de com-
prender las particularidades en su composición, así 
como el surgimiento de cadenas de valor2, caracte-

1	 Lo que H. Grammont denomina ‘modelo bimodal’ (Lara, 
1998).

2	 De acuerdo con Bisang y Gutman (2005), son mecanismos 
de organización dirigidos a incrementar la eficiencia de “con-
juntos articulados y coordinados de empresas con relaciones 
de largo plazo referidas a objetivos de interés común” (p. 116), 

rizadas por la pérdida progresiva de la autonomía 
agropecuaria respecto a su base territorial que pasará 
a ser regulada por decisiones exógenas, encaminadas 
a viabilizar mayores niveles de apropiación del capi-
tal a través del incremento en las escalas y el traslado 
del riesgo hacia atrás de la cadena (Machado, 2009). 

De manera paradójica y según la misma fuente, 
la gestión organizacional que se desprende del en-
foque predominante tiende a restarle importancia 
al sector agropecuario, lo cual se acentúa conforme 
se incrementan los procesos de agregación de valor, 
significando un mayor control de la producción en 
manos de agroexportadores corporativos y sus agri-
cultores bajo contrato (McMichael, 1999). Similares 
dinámicas se replican en subsectores que no están 
volcados a los mercados internacionales o están en 
tránsito de serlo y que cuentan con apoyos públicos, 
no siempre disponibles para aquellos productores 
desprovistos del capital y las habilidades requeridas 
al momento de sacar provecho de los segmentos 
más dinámicos (Kydd y Dorward, 2002). 

Lo anterior no solo incide en el alargamiento 
de las cadenas y en el robustecimiento del sector 
agroindustrial, sino que también lo hace sobre el es-
quema de gobernanza del sistema, es decir, sobre el 
marco regulatorio público y los contratos formales 
e informales entre sus participantes (Bisang y Gut-
man, 2005). De acuerdo con Gereffi (2001), ello re-
sulta determinante respecto a la trayectoria política 
y económica en los países en los que dichas cadenas 
operan, así como en las decisiones que adopten los 
actores inmersos en el sistema que –para el sector 
agropecuario– han estado encaminadas a romper los 
condicionantes biofísicos, “a través de modificacio-
nes tecnológicas que [influyan] en los procesos bio-
lógicos y en la valorización de los productos agrarios 
[y den lugar] a un amplio conjunto de actividades 
conectadas con la agricultura hacia atrás y hacia ade-
lante” (Delgado y Gavira, 2006, p. 23).   

No obstante, este enfoque ha contribuido a la po-
larización entre los modos de producción tradicional 
y de vanguardia, al aglutinar el dinamismo en ciertas 
regiones de cada país y excluir amplios sectores de la 

en un contexto de creciente financiarización en el que la pro-
ducción agrícola “ha ido separándose progresivamente de su 
vinculación directa (…) con el entorno próximo en el que ésta 
se desenvolvía” (Delgado, 2010, p. 33).
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población rural de los beneficios emanados del mo-
delo (Graziano et al., 2010). Por tal razon se requie-
ren arreglos institucionales tendientes a transformar 
la estructura agraria bimodal, dando paso a una de 
carácter multimodal en donde coexista la pequeña, 
mediana y gran explotación, con base en los prin-
cipios generales de la cooperación que equilibren la 
distribución del ingreso, el acceso a los factores pro-
ductivos y la gestión del territorio (Machado, 2009). 

Para el caso colombiano, si bien es importante lo 
señalado por Rudas y Espitia (2013), según lo cual 
ha habido una disminución en la participación del 
sector agropecuario al interior del Producto Interno 
Bruto (PIB) y en las exportaciones, ello no implica 
que los sucesivos gobiernos nacionales no hayan im-
pulsado su crecimiento haciendo uso de la funciona-
lidad ecosistémica presente en los territorios, sobre 
los cuales se proyectan futuros crecimientos secto-
riales (MADS y PNUD, 2014). En tal dirección, 
destaca la extensión de superficie destinada al sec-
tor (43,0 millones de hectáreas) que abarca el 38,6% 
del total del área rural dispersa censada, estimada en 
111,5 millones de ha (DANE, 2016)3. 

De esa superficie, el 80% está cubierta de pastos 
y rastrojos (34,4 millones de ha), mientras el 19,7% 
correspondiente a 8,5 millones de ha está destinado 
a usos agrícolas, y el 0,3% a infraestructura agrope-
cuaria. Respecto a las Unidades de Producción pre-
sentes en las áreas rurales del país, el DANE (2016) 
señala que de un total de 2.913.163, el 81,4% co-
rresponde a Unidades de Producción Agropecuaria 
(UPA)4, las cuales ocupan el 97,8% del área rural 
dispersa censada. De las áreas agrícolas, el 60,9% 
(5.225.959 ha) corresponde a cultivos permanentes, 
mientras los transitorios alcanzan un 27,9% y los 
mixtos un 11,2%. Frente a ello, conviene preguntar-

3	 Con relación a los otros usos del área rural dispersa, la fuen-
te citada señala que el 56,7% corresponden a bosques natu-
rales (63,2 millones ha), el 2,2% a usos no agropecuarios (2,5 
millones ha), mientras que el 2,5% del total –correspondiente 
a 2,8 millones ha– se destina a otros usos.

4	 La UPA debe “[producir] bienes agrícolas, forestales, pe-
cuarios, acuícolas” o de pesca, así mismo, estar en manos de 
“un único productor/a natural o jurídico que asume la respon-
sabilidad y los riesgos de la actividad productiva [en la que se 
utiliza] al menos un medio de producción como construccio-
nes, maquinaria, equipo y/o mano de obra en los predios que 
la integran” (DANE, 2016, p. 63). 

se por el rol de la política gubernamental, en parti-
cular mediante el otorgamiento de apoyos públicos.   

En efecto, se parte de suponer que la planificación 
estatal orienta el accionar de los actores económi-
cos5. Al respecto, cabe anotar que la Constitución 
Política de 1991 y normas que la desarrollan6, tra-
zan directrices tendientes a adecuar las estructuras 
estatales a escenarios de creciente interrelación de 
la economía con los circuitos globales de comercio7,  
posicionando la obtención de ingresos como refe-
rente para la formulación de las políticas sectoria-
les. De allí el porqué de las estrategias tendientes a 
incrementar la productividad como paso previo al 
logro de una mayor competitividad8, apostando por 
generar economías de escala que jalonen el creci-
miento y fomenten entornos favorables a la compe-
tencia (Ramírez, 2012). 

En razón de lo anterior, el Estado ha propiciado 
las condiciones básicas para que los sectores enfren-
ten con éxito su inserción a las nuevas condiciones 
económicas, privilegiando la aplicación de políticas 
focalizadas que eviten introducir distorsiones en los 
mercados9. Ello explica el predominio de las polí-
ticas de promoción centradas en los subsidios a la 
demanda, caracterizadas por tener una destinación 

5	 Para el caso colombiano, la planificación cuenta con rango 
constitucional (Art. 339) y se desarrolla a través de disposicio-
nes normativas como la Ley 152 de 1994.

6	 Al respecto, en la Ley 101 de 1993 se propone “adecuar el 
sector (…) a la internacionalización de la economía [elevando] 
la eficiencia y la competitividad de los productos agrícolas, 
pecuarios y pesqueros” (Art. 1, CRC (1993)).  

7	 Ahumada (1996) destaca los artículos 226 y 227 en los que 
se “[establece] que el Estado promoverá la internacionaliza-
ción de las relaciones políticas, económicas, sociales y ecoló-
gicas y la integración económica, social y política con las de-
más naciones”.  

8	 Favoreciendo la especialización productiva para la búsque-
da de una mejor relación “entre el valor y la cantidad del pro-
ducto ofrecido [,] los insumos necesarios para obtenerlo [y] 
la productividad de los otros oferentes del mercado” (Torres, 
2011, p. 11).   

9	 Para el contexto colombiano, tal panorama contrasta con 
la etapa sustitutiva de importaciones, cuando operaban me-
canismos de protección a la producción interna que –según los 
promotores de la liberalización– “[generaron] distorsiones en 
los precios relativos, aislando a la producción nacional de la 
competencia internacional, limitando los avances en términos 
de crecimiento, acceso a tecnologías modernas, exportacio-
nes, empleo y satisfacción de las necesidades de los consumi-
dores a precios razonables” (CCB, 1993, p. 2).
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específica para ciertos actores que pueden acceder 
a ellos previo cumplimiento de ciertos requisitos, 
siendo un escenario ampliamente aprovechado por 
quienes cuentan con interlocución efectiva ante las 
instituciones encargadas de suministrarlo, ya sea a 
través de fuertes asociaciones gremiales o de apoyos 
políticos.

Ciertamente, este enfoque de intervención pú-
blica ha favorecido a determinados actores que han 
logrado canalizar el apoyo estatal “[orientando] el 
grueso de las transferencias en precios o subsidios, 
hacia actividades de uso extensivo de la tierra e in-
tensivas en capital”, para lo cual han contado con el 
“grueso del esfuerzo investigativo y la casi totalidad 
del crédito” (Puyana y Thorp, 2000, p. 53). Si a ello 
se suma la limitada autonomía para el diseño de la 
política sectorial, en razón de “los restrictivos cri-
terios aplicados por las entidades financieras, como 
FINAGRO”, se tienen barreras que dificultan –aún 
más– la difusión generalizada de apoyos estatales al 
sector en su conjunto (p. 55).    

Respecto a la forma en que los pequeños produc-
tores se insertan en los eslabones más dinámicos del 
sector agropecuario, llama la atención la continui-
dad dada a la promoción de la asociatividad “entre 
grandes, medianos y pequeños productores, inver-
sionistas nacionales y extranjeros”, como alternati-
va para redistribuir el ingreso y superar la pobreza” 
(DNP, 1999, p. 40)10. También destaca la orientación 
a favor de la asignación selectiva de tierras, condi-
cionando su entrega a la existencia de proyectos que 
puedan articularse con cadenas productivas y facili-
ten “la asignación de recursos técnicos y financieros, 
maximizando su aplicación a lo largo de la cadena 
agroindustrial” (Art. 52. Ley 588 de CRC (1999))11.

10	 Destaca la continuidad en el uso del concepto al momen-
to de impulsar procesos de empresarización en los pequeños 
productores, articulándolos con inversionistas privados que 
coadyuven al mejoramiento de su productividad y capacidad 
de negociación (DNP, 2010).

11	 Así las cosas, la generación de ingresos y la eficiencia en la 
ejecución de los recursos públicos se anteponen a los debates 
sobre redistribución de la tierra, como ejemplifican las bases 
del PND 2002-2006 en las que se expone la conveniencia de 
los esquemas asociativos, recalcando que “[lo] importante no 
es la tenencia de la tierra sino su incorporación a una actividad 
productiva estable y equitativa” (DNP, 2003, p. 230).

En ese orden de ideas, puede considerarse que 
la búsqueda de mayores niveles de competitividad, 
a partir de “una producción de calidad a costos 
que garanticen la rentabilidad de las actividades 
productivas, [ha venido constituyendo] el eje de 
la política agropecuaria” (DNP, 2010, p. 175). Sin 
embargo, dicho enfoque termina profundizando el 
esquema bimodal al ofrecer solo dos alternativas 
para enfrentar los problemas rurales, ya sea fomen-
tando la conformación y consolidación de grandes 
emprendimientos productivos que inserten –de 
modo subordinado– a la población a través de la 
asociatividad, o a través de las transiciones produc-
tivas cuya sostenibilidad en el tiempo dependerá 
del acompañamiento estatal, con las dificultades 
antes anotadas en relación a las barreras para su 
acceso generalizado.

Datos y metodología
En el presente artículo se recoge y actualiza la 

contribución hecha en la tesis ‘Estructura de incenti-
vos en el sector palmicultor colombiano: potencialidades 
y limitantes del cambio técnico’, la cual se desarrolló 
en el marco del Programa de Maestría en Medio 
Ambiente y Desarrollo de la Universidad Nacional 
de Colombia, entre 2013 y 2015. En su momento, 
la investigación buscó –entre otros puntos– reco-
pilar y organizar los datos sobre el desempeño del 
sector palmicultor y los apoyos públicos por éste 
percibidos, con miras a establecer nexos que per-
mitieran poner en discusión el rol del Estado en su 
dinamización y en las transformaciones territoria-
les asociadas, bajo el entendido que las mismas son 
multicausales y que el énfasis puesto en el Estado 
buscaba aproximarse al marco de reglas de juego 
que influye sobre dichas transformaciones, ya fuera 
de manera directa o indirecta. 

Con el fin de dimensionar el papel del Esta-
do como dinamizador del subsector palmicultor, 
se analiza en primera instancia la evolución de los 
montos y el destino de los recursos parafiscales, lue-
go se estudian las implicaciones favorables que tuvo 
la puesta en marcha de la Politica Nacional de Bio-
combustibles a partir del año 2004. Adicionalmente, 
se analizan los criterios de selección para la asig-
nación de créditos y apoyos a través de incentivos, 
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como el Incentivo a la Capitalización Rural (ICR), 
que contribuyeron de manera importante al fortale-
cimiento del subsector analizado. 

La información utilizada corresponde a datos ofi-
ciales proporcionados por  entidades como el Minis-
terio de Agricultura y Desarrollo Rural (MADR) y 
del Fondo para el Financiamiento del sector Agro-
pecuario (FINAGRO), además de información 
gremial (FEDEPALMA y CENIPALMA) que 
comprende tanto informes de desempeño como ba-
lances operacionales.           

Con relación al período de análisis considerado, 
este comprende desde el año 2000 hasta el 2017, 
tiempo en el que se llevaron a cabo importantes 
reformas normativas y de política en la agenda pú-
blica agropecuaria, con importantes implicaciones 
en el subsector palmicultor y en general en las áreas 
rurales.  

Resultados

El sector palmicultor como ejemplo de la 
incidencia de la agenda pública sobre la 
promoción del modelo de gran plantación

Con el objeto de concretar las apuestas arriba 
consignadas, i.e. plantear discusiones sobre el rol del 
Estado en la dinamización de sectores productivos a 
partir de apoyos específicos como la parafiscalidad y 
de políticas como –por ejemplo– la de biocombusti-
bles, se tendrán en cuenta las convocatorias públicas 
por demanda para la promoción de la competiti-
vidad y la productividad que incluye instrumentos 
vía crédito12. De igual forma, se analizan los incen-
tivos de tipo tributario asignados por disposiciones 
normativas, los cuales no se adecúan a la definición 
contenida en el CONPES 3558 de 2008 pero influ-
yen sobre el dinamismo de los sectores productivos 
(CONPES, 2008a).  

Para estos fines se proponen tres momentos: en 
primer lugar, el análisis de las implicaciones que 

12	 A pesar de que “no cuentan con un tiempo definido y [que 
los] parámetros de evaluación de las propuestas son estable-
cidos por los intermediarios financieros”. Sin embargo, al “ser 
asignados vía demanda, guardan consistencia en sus aspec-
tos fundamentales con las convocatorias” (CONPES 3558 de 
2008a. p. 7).  

tienen las contribuciones parafiscales tanto en la in-
vestigación dentro del sector estudiado, como en la 
delegación de funciones públicas a organizaciones 
gremiales. En segundo lugar, se describen algunas 
disposiciones normativas que surgen con ocasión 
de la política de apoyo a los biocombustibles y, por 
último, se discute sobre el papel de la política de 
competitividad para el sector agropecuario, en la di-
namización de la palma de aceite.  

Las contribuciones parafiscales al 
Fondo de Fomento Palmero

Bajo el actual contexto, los apoyos públicos al sec-
tor palmicultor pueden rastrearse desde la Ley 138 
del CRC (1994) que establece una “contribución 
de carácter parafiscal, cuya percepción se asignará 
[al] Fondo de Fomento Palmero” (Art. 2º y 3º)13. Su 
existencia cuenta con sustento constitucional que 
le confiere el numeral 12 del Art. 150 de la Carta 
Política14, desarrollado –a su vez– en la Ley 101 del 
CRC (1993), la cual señala que las “contribuciones 
parafiscales agropecuarias y pesqueras [son aquellas] 
que, en casos y condiciones especiales, por razones 
de interés general, impone la ley a un subsector 
agropecuario o pesquero determinado para benefi-
cio del mismo” (Art. 29)15. 

Según Téllez y Piñeros (2009), lo anterior “allana 
el camino para emprender (...) una nueva política 
pública de descentralización fiscal para el sector 
agropecuario, ahora bajo responsabilidad privada 
[, siendo una] explícita transferencia de autoridad 

13	 La contribución recae sobre toda persona natural o jurídica 
que beneficie fruto de palma que deberá consignar el 1% del 
precio de cada kg de palmiste y de CPO extraído, de acuerdo 
con los precios de referencia que fije el MADR (Art. 4º y 5º). El 
porcentaje aumentó a 1,5% con la Ley 1151 de 2007.  

14	 Señala la potestad del Congreso de la República para “es-
tablecer contribuciones fiscales y, excepcionalmente, parafis-
cales en los casos y bajo las condiciones que establezca la ley”.

15	 Respecto a la destinación de estos recursos, el Art. 31 se-
ñala que deberán invertirse en “[investigación] y transferencia 
de tecnología, asesoría y asistencia técnicas, [adecuación] de 
la producción y control sanitario, [organización] y desarrollo 
de la comercialización, [fomento] de las exportaciones y pro-
moción del consumo, [apoyo] a la regulación de la oferta y la 
demanda para proteger a los productores contra oscilaciones 
anormales de los precios y procurarles un ingreso remunerati-
vo, [así como a programas] económicos, sociales y de infraes-
tructura para beneficio del subsector respectivo”.
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(poder) y responsabilidad de funciones públicas 
[, toda vez que el] recaudo de impuestos como ins-
titucionalidad, históricamente ha sido [competen-
cia de las] instancias gubernamentales” (pp. 68-69). 
Ahora bien, para el sector palmicultor, estas contri-
buciones son administradas por FEDEPALMA16, 
gremio que percibe mensualmente el 10% del total 
recaudado como contraprestación, estando habilita-
do para inspeccionar y vigilar los libros de conta-
bilidad de los sujetos a la cuota (Art. 9 y 17 Ley 
138, CRC, 1994), además para adelantar procesos 
de cobro coactivo ante la jurisdicción ordinaria (Art. 
6º, Decreto 1730, PRC (1994)). 

Respecto a los ingresos operacionales de la Cor-
poración Centro de Investigación en Palma de 
Aceite (CENIPALMA), se entrevé el peso signifi-
cativo de los recursos percibidos por concepto del 
Fondo de Fomento: en efecto, promediando los va-
lores porcentuales de la composición de sus ingresos 
operacionales entre 2006 y 2017, se tiene que el 78% 

16	 Para lo cual suscribió el contrato No. 050 del 5 de agosto 
de 1994 con el Ministerio de Agricultura, “que tuvo una vigen-
cia inicial de 10 años. Luego ha sido prorrogado mediante el 
contrato adicional No. 2 y por la tercera modificación y terce-
ra prórroga, hasta el 4 de noviembre de 2024” (FEDEPALMA, 
2017b). 

de los mismos provenían de recursos del Fondo, 
conforme se observa a continuación en la Figura 1.  

Con relación a la destinación de estos recursos, 
destaca un marcado acento en la obtención y adap-
tación de paquetes tecnológicos y de variedades me-
joradas con miras a incrementar la productividad. 
De acuerdo con los informes de gestión consultados, 
CENIPALMA destina los recursos a proyectos re-
lacionados con el estudio de la fisiología de la palma, 
la producción de variedades y el mejoramiento ge-
nético, así como a proyectos relacionados con fases 
de la producción (como la siembra y el beneficio del 
fruto de palma), entre otros asociados con bionergía, 
sostenibilidad y transferencia tecnológica.

De lo anterior es posible observar cómo, a tra-
vés de la parafiscalidad, los recursos destinados a la 
investigación que deberían estar a disposición del 
sector agropecuario, fueron quedando en manos de 
centros privados gremiales de investigación, como es 
el caso de CENIPALMA.

Figura 1. Ingresos operacionales y ejecución presupuestal acumulada de CENIPALMA 2006-2017 (en millones COP).  
Fuente: elaboración propia a partir de CENIPALMA (2007, 2008, 2009, 2010, 2011, 2012, 2013, 2014, 2015, 2016, 2017 y 2018).
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obtención de biocombustibles de uso vegetal (…) 
para uso en motores diesel” (Parágrafo del Art. 7º), 
para lo cual establece exenciones en tributos como 
–por ejemplo– el impuesto a las ventas y el impues-
to global al ACPM a los biocombustibles de origen 
vegetal o animal que tuvieran esta destinación (ver 
Art. 477. Estatuto Tributario, PRC (1989)).  

Estas medidas fueron determinantes para la pro-
ducción industrial de biodiesel que inicia en enero 
de 2008, viéndose reflejada hacia el año 2010 con 
el cambio de tendencia en las ventas de CPO en el 
mercado interno, la cual muestra un mayor dinamis-
mo de la demanda de aceite crudo con destino a la 
fabricación de biodiesel frente a los usos industria-
les (CONPES, 2008b, No. 3510). A ello habría que 
añadir los beneficios que se otorgaron en el régimen 
franco para los nuevos emprendimientos agroindus-
triales a través de normas como el Decreto 383 de 
2007 y la Ley 1111 de 2006, todo lo cual influiría 
en el comportamiento ascendente del área sembrada 
(Figura 2). 

La política de competitividad para el 
sector agropecuario como soporte del 
modelo de gran plantación en Colombia

Ahora bien, cabe mencionar que actualmente los 
recursos para la financiación del sector agropecuario 

están centralizados en FINAGRO17, entidad me-
diante la cual se canalizan los recursos del Sistema 
Nacional de Crédito Agropecuario. Frente a la dis-
tribución de los mismos durante el lapso analizado, 
éstos mostraron un comportamiento ascenden-
te en períodos como el comprendido entre 2007 y 
201418, cuando el total de créditos otorgados creció 
un 14,9% promedio anual al pasar de $3.703.120 
a $8.113.151 millones de pesos (COP). Llama la 
atención el peso del crédito empresarial que con-
centra la mayor cantidad de recursos asignados en 
comparación con las demás líneas, en especial desde 
el año 2012 (Figura 3). 

Para el subsector palmicultor, el comportamien-
to en la provisión de crédito entre 1995 y 2012 fue 
positivo, con un leve descenso del -1,5% entre 2009 
y 2010. Al respecto, se tiene un promedio anual de 

17	 Creado por la Ley 16 de 1990, FINAGRO es una “sociedad 
de economía mixta del orden nacional, organizado como es-
tablecimiento de crédito vinculado al [MADR], con patrimo-
nio propio y autonomía administrativa” (Art. 7, CRC (1990)).    

18	 La escogencia de los lapsos obedece a la información a la 
que se tuvo acceso, ya sea través de solicitudes directas o a 
través de las páginas oficiales de las entidades relacionadas 
con el sector agropecuario y palmicultor. Para el caso de las 
plataformas del Ministerio y la información estadística de FI-
NAGRO, se registraron cambios en la metodología y variables 
de medición usadas, lo cual imposibilitó actualizar los datos 
recabados en agosto de 2015.     

Figura 2. Área sembrada de palma de aceite a nivel nacional (en hectáreas).  
Fuente: elaboración propia a partir de FEDEPALMA (2005, 2008, 2010, 2014 y 2017a)
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crecimiento del 153,3% entre 2000 y 2012, acentua-
do desde 2004. Cabe resaltar el cambio de tendencia 
entre dos períodos (1995-1998 y 1999-2016) frente 
a la destinación de los créditos recibidos, ya sea para 
siembra o para sostenimiento de las plantaciones: 
mientras en el primero la mayor proporción del cré-
dito se destinó al sostenimiento, en el segundo la 
proporción se invierte a favor de los créditos para 
la siembra, lo cual refleja el interés de los producto-
res por ampliar el área cultivada, dados los múltiples 
apoyos públicos otorgados al subsector (Figura 4).  

Con relación a la distribución de los créditos, lla-
ma la atención su concentración en el renglón de los 
medianos y grandes palmicultores, alineándose con 
la tendencia que arroja la asignación del crédito para 
el sector agropecuario en general (Figura 5). 

Habiendo identificado algunas de las tenden-
cias en el otorgamiento de crédito, a continuación 
se analiza el Programa Desarrollo Rural con Equi-
dad (DRE)19 con el que se ha buscado mejorar la 

19	 Anteriormente, Programa Agro Ingreso Seguro (AIS). 

Figura 3. Valor créditos FINAGRO otorgados por tipo de beneficiario (cifras expresadas en millones 
COP)*. Fuente: elaboración propia a partir de la página oficial de FINAGRO. * Las cifras correspondientes 

al año 2015 consideran el período comprendido entre los meses de enero a junio.

Figura 4. Destinación de créditos FINAGRO para el sector palmicultor (en millones COP).  
Fuente: elaboración propia a partir de FEDEPALMA (2000, 2001, 2005, 2010, 2014 y 2017a) 
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competitividad del sector y reducir las brechas so-
cioeconómicas presentes en las áreas rurales. El 
programa surge mediante la Ley 1133 de 2007, con 
el objeto de proteger “los ingresos de los produc-
tores que resulten afectados, ante las distorsiones 
derivadas de los mercados externos, [mejorando] la 
competitividad de todo el sector agropecuario na-
cional, con ocasión de la internacionalización de la 
economía” (Art. 1º), para lo cual “[propende] por el 
ordenamiento productivo del territorio y la empre-
sarización del campo, en concordancia con la agenda 
interna de productividad y competitividad, la apues-
ta exportadora del [MADR] y en coordinación con 
las instituciones del orden territorial” (Art. 2º).  

En tal dirección, apoya la competitividad y la 
articulación de las producciones a las cadenas, fo-
mentando la asistencia técnica, la transferencia de 
tecnología, la asociatividad entre productores y la 
provisión de crédito con miras a impulsar procesos 
de reconversión y mejoramiento de la productividad. 
En aras de concretar el análisis propuesto, se toman 
dos componentes centrales del DRE: los apoyos a 
través de crédito (ICR) y los incentivos a la produc-
tividad (Incentivo Económico a la Asistencia Técni-
ca Directa Rural - IEATDR e Incentivo Económico 
a la Asistencia Técnica Gremial - IATG). De igual 
modo y con el objeto de establecer comparaciones, 
se toman seis actividades del sector agropecuario, 
las cuales se dan en similares condiciones biofísicas, 

buscando ver el comportamiento en la asignación de 
estos apoyos20.

Con relación al ICR, orientado a crear las con-
diciones para elevar la inversión en el campo, esti-
mulando su capitalización mediante la adecuación 
de tierras y de sistemas de riego, la adquisición de 
maquinaria y equipos para la producción, entre otros 
apoyos, se registra un comportamiento variable que 
tiende al alza hasta 2013, tras lo cual desciende y se 
recupera levemente sin alcanzar los niveles del año 
anotado (Figura 6).   

Comparando las actividades productivas se-
leccionadas, se tiene que el mayor peso en el valor 
asignado por concepto de ICR se concentra en la 
palma de aceite, con un total de $223.491 millones 
COP entre 2000 y 2017, seguido del arroz ($77.386 
millones COP), la caña de azúcar ($20.443 millo-
nes COP), el maíz, el banano de exportación y los 
bosques ($20.010, $9.302 y $6.463 millones COP, 
respectivamente). La tendencia cambia si se mira 
el número de incentivos otorgados a cada una de 
las actividades: el sector arrocero recibió el mayor 
número de ICR (2.518 incentivos), seguido –muy 
por detrás– de la palma (1.276), el maíz (1.142), la 

20	 Tres correspondientes a cultivos transitorios (arroz, maíz y 
caña de azúcar), dos a cultivos de tardío rendimiento (palma 
de aceite y banano de exportación) y, por último, la categoría 
bosques. 

Figura 5. Créditos FINAGRO para el sector palmicultor por tipo de beneficiario (en millones COP). 
Fuente: elaboración propia a partir de FEDEPALMA (2000, 2001, 2005, 2010, 2014 y 2017a)
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caña (439), el banano (222) y los bosques (158). Ello 
puede ser indicativo de una mayor concentración de 
recursos entre los beneficiarios del ICR en el sector 
palmicultor; en otras palabras, cada beneficiario ha-
bría recibido más por ICR si se le compara con sus 
pares.

Por otra parte, llama la atención la coincidencia 
de los picos de ICR pagados al sector palmicultor 
con el gobierno del ex Presidente Uribe Vélez y su 
posterior descenso, una vez hubo cambio de admi-
nistración en 2010, lo cual demuestra la incidencia 
de los gobiernos y sus respectivas agendas sobre 
las producciones priorizadas21. En efecto, del año 
2009 cuando el ICR destinado a palma concentró 
el 50,2% del total de ICR asignado a los cultivos de 
tardío rendimiento, se asiste a una caída sostenida 
en la participación del subsector hasta ubicarse en 
$11.844 millones COP en 2017 (Figura 7).  

Con relación al IEATG, cabe mencionar que a 
efectos de la Ley 1876 de CRC (2017) se derogan 
las disposiciones generales de la Asistencia Técnica 
Directa Rural y lo atinente a los Centros Provin-
ciales de Gestión Agroempresarial. Por tal razón, 
solo se considera el lapso comprendido entre 2000 y 

21	 En tal dirección destaca el ritmo de crecimiento del ICR 
para el período 2006-2010, lapso en el que el ICR pagado al 
sector palma crece a ritmos superiores a los registrados por el 
ICR pagado a nivel general. 

2014, sobre el cual se obtuvo respuesta por parte de 
FINAGRO22, que pese a no estar desagregada por 
años, permite sacar conclusiones interesantes. 

Ciertamente, para las actividades consideradas se 
observa que el maíz lidera la asignación de recursos 
del IEATDR, seguido del sector caña, arroz, bana-
no y palma (Figura 8). No obstante, si se tienen en 
cuenta las fechas en las que son expedidas las nor-
mas (para el caso del IEATG23), se observa que la 
cantidad de recursos para asistencia técnica que re-
cibió el sector palmicultor es superior al percibido 
por las demás actividades productivas24. Adicional-
mente, llama la atención que la mayor parte de estos 
recursos hayan sido asignados a través del IEATG, 
lo cual es indicativo del peso del gremio en la capta-
ción de los recursos públicos.    

Entonces, de la revisión del comportamiento en 
la asignación del crédito, de la destinación de los 
recursos recaudados por concepto de parafiscales y 
de algunos de los componentes del programa DRE, 

22	 Radicados: R 2015005138 y R 2015005139 del 10 de marzo 
de 2015.

23	 El cual había sido creado por medio de la Resolución 419 
del 23 de noviembre de 2012. 

24	 Mientras la información correspondiente al EIATG abarca 
el período comprendido entre el año 2012 y 2014 (en razón de 
la fecha de creación del apoyo), el IEATDR incluyó la totalidad 
del período en que FINAGRO suministró información (2000-
2014).  

Figura 6. Valor del ICR pagado a seis sectores productivos (en millones COP). Fuente: elaboración propia a partir de 
FINAGRO (Radicados: R 2015005138, R 2015005139 del 10 de marzo de 2015 y R 2018003444 del 30 de abril de 2018). 
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es posible aproximarse a la orientación de la agen-
da pública sectorial y las implicaciones que tienen al 
momento de fomentar determinadas producciones 
por encima de otras, cuyas dinámicas no concuerdan 
con los principios de competitividad perseguidos. 

Reflexiones a partir de los resultados
Si bien el cultivo de la palma de aceite existe en 

el país desde hace más de 50 años, el crecimiento de 
la producción y de las áreas sembradas ha venido en 

ascenso de la mano de condiciones institucionales 
favorables, orientadas a incrementar la competiti-
vidad de las áreas rurales. No obstante, en un país 
como Colombia con una rígida estructura de la te-
nencia de la tierra caracterizada por la concentra-
ción de su propiedad y de los ingresos, este acento 
se muestra insuficiente al momento de enfrentar la 
pobreza estructural presente en dichas áreas. 

Por otra parte, el retroceso de la participación es-
tatal en la investigación agropecuaria al delegar va-
rias de sus funciones a los gremios y otros actores 

Figura 7. Valor del ICR pagado a cultivos de tardío rendimiento y al sector palmicultor (en millones COP). 
Fuente: elaboración propia a partir de información de FINAGRO (2015). (Los datos correspondientes a la palma de aceite se 
extraen de la respuesta a un requerimiento directo de información, mientras que los de ICR pagados a los cultivos de tardío 

rendimiento y a nivel general fueron extraídos de la página oficial de FINAGRO (fecha de consulta: agosto 8 de 2018).   

Figura 8. Valor de dos componentes de la Asistencia Técnica entre 2000-2014 (en millones COP). Fuente: elaboración 
propia a partir de FINAGRO (2015). (Radicados: R 2015005138 y R 2015005139 del 10 de marzo de 2015).  
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privados mediante la constitución de Fondos Para-
fiscales, orienta la agenda investigativa a favor del 
incremento de la productividad, sin tener en cuenta 
las particularidades de los territorios en donde se 
aplican los resultados obtenidos. Ello estaría en la 
raíz de la persistencia de varias enfermedades que 
aquejan a las grandes plantaciones, lo cual demanda 
erogaciones considerables y refleja las vulnerabilida-
des propias de un agroecosistema homogéneo, suje-
to a “[grados] sin precedentes de susceptibilidad a la 
enfermedad, a la depredación, a la explosión demo-
gráfica de las plagas [al alterar] los procesos tróficos 
en la naturaleza” (Worster, 2008, p. 79).

De igual forma, cabe destacar que el mercado del 
aceite crudo de palma es volátil en cuanto a precios, 
dado su carácter de bien sustituto25, por lo cual el 
apoyo estatal ha sido clave para darle estabilidad. De 
allí que las discusiones en torno a la agenda público-
sectorial sean importantes para analizar sus implica-
ciones y eventuales ajustes, expedir otras normas o 
formular políticas y programas cuyo éxito dependerá 
de la asignación efectiva de recursos y la voluntad 
política para concretar visiones no coincidentes con 
el modelo priorizado. 

En ese orden de ideas, el análisis propuesto per-
mite acercarse al énfasis puesto en la agenda del 
sector en general y las dificultades que enfrenta la 
puesta en marcha de proyectos alternativos –no por 
ello antagónicos– con los cuales se buscan nuevas 
fórmulas para enfrentar los problemas estructurales 
de las áreas rurales en Colombia. Ello reviste impor-
tancia de cara a la implementación de las disposicio-
nes contenidas en la Ley 1776 de 2016 o Ley de las 
ZIDRES, entre otras normas o políticas cuyo objeti-
vo se encamina a fortalecer el modelo agroindustrial. 

Ahora bien, lo anterior no implica asignarle un 
carácter negativo a los grandes emprendimientos 
productivos del sector agropecuario, sino que cons-
tituye un llamado para atender aquellos frentes que 
afianzan la estructura de la tenencia de la tierra y los 
fenómenos de acaparamiento asociados. Al respecto, 

25	 Al respecto, el CONPES 3477 de 2007 señala que “[los] pre-
cios internacionales del aceite de palma dependen en gran 
medida del mercado de los 17 principales aceites [colza, soya, 
etc., lo cuales] se caracterizan por ser muy volátiles, entre 
otras cosas, debido a sus características de bienes sustitutos” 
(CONPES, 2007, p. 3).

resulta ilustrativo el Informe de Actuación Especial 
sobre Acumulación irregular de predios baldíos en 
la Altillanura Colombiana, según el cual los baldíos 
nacionales han estado sujetos a acentuados procesos 
de acaparamiento, debido a la expansión de grandes 
proyectos de tierras, que “[involucran] a importan-
tes capitales internacionales y domésticos, [cuyas] 
inversiones pueden generar graves implicaciones en 
materia social” (CGR, 2014, p. 156).    

Por último, conviene destacar la pertinencia de 
mantener los modos tradicionales de producción 
agropecuaria, cuyos costos han sido menores y más 
deseables en comparación con las inversiones ne-
cesarias de precarizarse sus condiciones (Kydd y 
Dorward, 2002). Razón por la cual el Estado de-
bería intervenir de modos complementarios sobre 
el sector, propugnando por el fortalecimiento de la 
agricultura y de modelos multimodales que revier-
tan la polarización de ingresos, recursos y oportuni-
dades entre los habitantes rurales (Machado, 2009). 
Todo ello, no sobra decirlo, en el marco de una 
planificación del territorio que tenga en cuenta las 
particularidades y valores ecológicos, para garantizar 
la sostenibilidad en los modos de apropiación de la 
oferta natural.

Financiación. En el presente artículo se recoge y 
actualiza la contribución hecha en la tesis titulada 
‘Estructura de incentivos en el sector palmicultor co-
lombiano: potencialidades y limitantes del cambio 
técnico’, la cual se desarrolló en el marco del Progra-
ma de Maestría en Medio Ambiente y Desarrollo del 
Instituto de Estudios Ambientalesde Bogotá de la Uni-
versidad Nacional de Colombia, entre 2013 y 2015.

Conflicto de intereses. El manuscrito fue preparado 
y revisado con la participación de los autores, quie-
nes declaran no tener algún conflicto de interés que 
ponga en riesgo la validez de los resultados aquí pre-
sentados.
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